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¿Qué es el Programa Institucional INSUS?
El Programa Institucional del Instituto Nacional del Suelo Sustentable 2025-
2030 es el instrumento rector que alinea todas las acciones del INSUS con el 
Plan Nacional de Desarrollo 2025-2030 y los programas sectoriales de la 
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (SEDATU).

Este documento establece de manera formal y vinculante los objetivos 
estratégicos, las líneas de acción, las metas sexenales y los mecanismos de 
evaluación que guiarán la política nacional de suelo durante los próximos seis 
años. Su publicación en el DOF le otorga carácter oficial y obligatorio para todas 
las instancias involucradas en la gestión territorial.

El programa representa la continuidad y evolución de políticas previas, 
incorporando nuevos énfasis en la habilitación de suelo intraurbano, la captura 
de valor como mecanismo de financiamiento y el fortalecimiento de 
capacidades institucionales locales.
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Funciones y Alcance del Programa

Gestión y Habilitación de Suelo
Identificación, adquisición y preparación de polígonos urbanos 
estratégicos con servicios existentes o factibles para vivienda 
asequible y equipamientos públicos.

Regularización de Asentamientos
Otorgamiento de certeza jurídica mediante títulos de propiedad 
y ordenamiento físico-legal de asentamientos humanos 
irregulares consolidados.

Reservas Territoriales
Creación y administración de bancos de suelo para garantizar 
disponibilidad de terrenos bien localizados para desarrollo 
urbano ordenado.

Instrumentos de Financiamiento
Implementación de mecanismos de captura de valor, 
contribuciones de mejoras y convenios público-privados para 
financiar infraestructura urbana.



Contexto y Alineación Estratégica
El Programa Institucional INSUS 2025-2030 se inscribe dentro del marco rector del Plan Nacional de Desarrollo de la actual 
administración federal, constituyendo uno de los instrumentos operativos clave del sector desarrollo territorial. Su diseño responde a la 
necesidad de articular de manera coherente y eficiente las diversas intervenciones en materia de suelo urbano con las políticas 
nacionales de vivienda, desarrollo urbano sostenible y ordenamiento territorial.

La alineación con el PND 2025-2030 se manifiesta en tres ejes fundamentales: el reconocimiento del suelo como factor estratégico para 
el acceso a vivienda digna, la priorización de modelos de ciudad compacta y bien servida frente a la expansión urbana dispersa, y el 
fortalecimiento de capacidades institucionales locales para una gestión territorial más eficaz. Esta articulación busca superar las 
limitaciones de enfoques fragmentados del pasado, estableciendo una visión integral que vincule certeza jurídica, disponibilidad de suelo, 
financiamiento urbano y participación municipal.

Además, el programa incorpora compromisos internacionales de México en materia de desarrollo urbano sostenible (Agenda 2030, 
Nueva Agenda Urbana) y considera las particularidades del contexto nacional: crecimiento demográfico concentrado en zonas 
metropolitanas, déficit habitacional estimado en más de 9 millones de viviendas, y persistencia de asentamientos irregulares que 
requieren atención prioritaria.



Eje 1: Regularización y Certeza Jurídica

Programa para Regularizar Asentamientos Humanos (PRAH)
La regularización de asentamientos humanos constituye una prioridad fundamental del programa 
sexenal, reconociendo que millones de familias mexicanas habitan en predios sin certeza jurídica, lo que 
limita su acceso a crédito, servicios y patrimonio familiar consolidado.

El PRAH 2025-2030 representa la continuidad y ampliación de esfuerzos previos, con un enfoque 
renovado que prioriza los derechos humanos, la perspectiva de género en la titularidad de predios, y la 
coordinación interinstitucional efectiva. Las metas sexenales incluyen la entrega de títulos de propiedad, la 
integración completa de expedientes técnico-jurídicos y la vinculación efectiva con sistemas catastrales 
estatales y el Registro Público de la Propiedad.

La estrategia contempla la identificación sistemática de asentamientos susceptibles de regularización, la 
verificación de requisitos legales (antigüedad, densidad, factibilidad de servicios), y la implementación de 
procesos simplificados que reduzcan tiempos y costos para las familias beneficiarias. Se establece 
también la coordinación estrecha con gobiernos estatales y municipales para garantizar que la 
regularización se acompañe de mejoramiento urbano y acceso progresivo a servicios básicos.

Enfoque de Derechos

La regularización masiva incorpora perspectiva de género, reconocimiento 
de derechos de posesión, y protección contra desalojos arbitrarios, 
alineándose con estándares internacionales de derechos humanos.



Integración de Expedientes y Coordinación Institucional

Integración de Expedientes
Levantamiento topográfico, estudios de tenencia, dictámenes legales y 
documentación completa de cada predio susceptible de regularización.

Coordinación con Catastros
Vinculación directa con sistemas catastrales estatales para 
actualización inmediata de padrones y bases de datos territoriales.

Registro Público
Inscripción expedita de títulos en registros públicos de la propiedad, 
garantizando oponibilidad frente a terceros y acceso a financiamiento.

Entrega a Familias
Ceremonia de entrega de títulos con acompañamiento legal, orientación 
sobre derechos y responsabilidades, y vinculación con programas de 
mejoramiento.

La eficacia del proceso de regularización depende críticamente de la coordinación fluida entre instancias federales, estatales y municipales. El programa 
establece protocolos claros, ventanillas únicas de atención y sistemas de seguimiento digital que permiten a las familias conocer en tiempo real el 
avance de su trámite. La meta es reducir tiempos promedio de regularización de 18-24 meses a menos de 12 meses, mediante la simplificación 
administrativa y la eliminación de requisitos redundantes.



Eje 2: Habilitación de Suelo Intraurbano
Prioridad Estratégica: Ciudad Compacta y Bien Servida

El programa marca un cambio de paradigma fundamental en la política de suelo en México: la transición de un modelo de expansión 
urbana periférica y dispersa hacia la habilitación estratégica de suelo intraurbano con acceso efectivo a servicios, empleo y 
equipamientos. Esta reorientación responde a décadas de crecimiento urbano que generó ciudades fragmentadas, con altos costos de 
provisión de infraestructura, largos tiempos de traslado y segregación socioespacial.

La habilitación de suelo intraurbano implica la identificación de polígonos subutilizados o vacantes al interior del tejido urbano consolidado 
4terrenos baldíos, predios industriales obsoletos, zonas con potencial de redensificación4 que cuenten con servicios existentes (agua, 
drenaje, electricidad, vialidades) o donde sea técnica y financieramente factible extender las redes de infraestructura a costos razonables. 
El objetivo es canalizar el crecimiento demográfico y la demanda de vivienda hacia estas zonas, reduciendo presiones sobre suelo 
agrícola y áreas de valor ambiental en las periferias metropolitanas.

Esta estrategia se alinea con principios de sostenibilidad urbana, eficiencia en el uso de recursos públicos y derecho a la ciudad: las 
familias que acceden a vivienda en suelo intraurbano habilitado disfrutan de menores tiempos de traslado al trabajo, mejor acceso a 
escuelas y centros de salud, y entornos urbanos más caminables y seguros. Para los gobiernos locales, significa optimización del gasto en 
infraestructura y mayor recaudación predial por metro cuadrado de ciudad.



Identificación y Habilitación de Polígonos Estratégicos
01

Diagnóstico Territorial
Análisis geoespacial de disponibilidad de suelo, infraestructura existente, 
accesibilidad al empleo y servicios, y restricciones ambientales o de riesgo 
en zonas urbanas consolidadas.

02

Priorización de Polígonos
Evaluación multicriterio que pondera localización, costos de habilitación, 
capacidad de conexión a redes, compatibilidad con ordenamiento vigente y 
potencial de impacto social.

03

Factibilidades Técnicas
Obtención de cartas de factibilidad de organismos operadores de agua, CFE, 
concesionarios de gas, y autoridades de vialidad y movilidad para 
confirmar viabilidad técnica.

04

Diseño Urbano y Normativo
Elaboración de proyectos ejecutivos de urbanización, lotificación, diseño de 
espacios públicos y definición de usos de suelo compatibles con entorno 
circundante.

05

Financiamiento y Ejecución
Estructuración financiera mediante convenios urbanísticos, captura de 
plusvalías, contribuciones de mejoras y coinversión con desarrolladores 
privados para ejecutar obras.

06

Monitoreo y Ajuste
Seguimiento de avances físicos y financieros, evaluación de impactos 
urbanos y sociales, y retroalimentación para ajustar criterios de selección 
de futuros polígonos.



Instrumentos de Financiamiento Urbano
Contribuciones de Mejoras

Mecanismo mediante el cual los propietarios de 
predios que se benefician de obras públicas de 
infraestructura o equipamiento aportan una 
proporción de los costos de inversión.

Fundamento legal en códigos fiscales estatales y 
municipales; requiere reglamentación clara sobre 
método de cálculo, ámbito de aplicación y plazos 
de pago.

Aplicable a pavimentación, redes de agua y 
drenaje, alumbrado público, parques y espacios 
comunitarios.

Captura de Plusvalías

Recuperación para la comunidad de incrementos 
en el valor del suelo generados por decisiones 
públicas: cambios de uso de suelo, aumentos de 
densidad, inversión en infraestructura de alto 
impacto (metro, BRT).

Requiere marcos normativos estatales que 
establezcan porcentajes, métodos de valuación y 
destino específico de recursos captados 
(reinversión en zona de impacto).

Experiencias recientes en CDMX, Jalisco y Nuevo 
León muestran potencial recaudatorio 
significativo.

Convenios Urbanísticos

Acuerdos público-privados donde desarrolladores 
asumen costos de urbanización (total o parcial) a 
cambio de certeza regulatoria, simplificación de 
trámites y acceso preferente a suelo habilitado.

Pueden incluir aportaciones en especie (cesiones 
de suelo para vialidades, equipamiento) o en dinero 
(pago de impactos viales, ecológicos).

Herramienta flexible que requiere transparencia y 
evaluación costo-beneficio para evitar captura 
regulatoria.

La implementación efectiva de estos instrumentos exige capacidades técnicas municipales (valuación catastral actualizada, sistemas de información geográfica, 
unidades de gestión del suelo) y marcos jurídicos estatales robustos que den certeza legal y previsibilidad a todos los actores. El programa INSUS 2025-2030 
incluye componentes específicos de asistencia técnica y transferencia de mejores prácticas para que más municipios adopten estas herramientas de manera 
efectiva y equitativa.



Eje 3: Bancos de Suelo y Reservas Territoriales
Gestión Estratégica del Patrimonio Público de Suelo

Los bancos de suelo constituyen un instrumento de política pública de probada eficacia internacional para garantizar la disponibilidad de 
terrenos bien localizados para vivienda de interés social, equipamientos públicos y proyectos estratégicos de desarrollo urbano. Su 
función esencial es adquirir, integrar, administrar y disponer de reservas territoriales de manera planificada, evitando la especulación 
inmobiliaria y asegurando que el suelo cumpla su función social.

El programa INSUS 2025-2030 establece lineamientos claros para la operación de bancos de suelo en coordinación con entidades 
federativas y municipios: criterios de adquisición (preferentemente mediante negociación directa, expropiación solo en casos 
excepcionales y debidamente justificados), mecanismos de valuación transparentes basados en valores de mercado actualizados, y 
reglas para la disposición de terrenos que garanticen acceso preferente a proyectos de vivienda asequible y equipamientos de beneficio 
colectivo.

La integración efectiva de reservas territoriales requiere no solo la tenencia legal del suelo, sino también la habilitación progresiva 
mediante estudios de factibilidad, proyectos ejecutivos de urbanización, gestión de autorizaciones y, cuando sea posible, ejecución 
anticipada de infraestructura troncal. De esta manera, cuando un predio del banco de suelo se dispone para desarrollo, cuenta ya con 
condiciones que reducen riesgos y aceleran la puesta en operación de proyectos habitacionales o de equipamiento.



Operación y Administración de Reservas

1
Adquisición Estratégica
Compra de predios en ubicaciones prioritarias mediante recursos federales, estatales o convenios de coinversión, priorizando negociación directa con propietarios a valores de mercado 
certificados por peritos autorizados.

2
Integración Jurídica y Física
Liberación de gravámenes, regularización de linderos, levantamientos topográficos actualizados, inscripción en Registro Público y catastro, conformando un inventario georreferenciado y 
actualizado permanentemente.

3
Planeación y Habilitación
Elaboración de planes maestros de urbanización, estudios de impacto ambiental y urbano, proyectos ejecutivos de infraestructura y gestión de factibilidades con organismos operadores 
para preparar el suelo para su disposición.

4
Disposición Regulada
Enajenación o concesión mediante procesos competitivos transparentes, con reglas claras sobre destino (porcentaje mínimo para vivienda social), precios preferenciales, plazos de 
desarrollo y penalizaciones por incumplimiento.

5
Monitoreo Post-Disposición
Supervisión del cumplimiento de compromisos contractuales por parte de adjudicatarios, verificación de avances de obra, y evaluación de impactos socioeconómicos y urbanos de los 
proyectos desarrollados en reservas dispuestas.



Coordinación SEDATU-INSUS-Gobiernos Locales

La efectividad del programa depende críticamente de arreglos institucionales claros que delimiten responsabilidades, establezcan mecanismos ágiles de coordinación 
(convenios marco, mesas técnicas permanentes, sistemas de información compartidos) y garanticen flujos de recursos predecibles y oportunos. La experiencia 
internacional muestra que los modelos más exitosos de política de suelo son aquellos que combinan liderazgo federal con autonomía y capacidad de gestión local, en un 
marco de rendición de cuentas y transparencia.

SEDATU
Rectoría de política nacional de suelo, coordinación 

intersecretarial, gestión de recursos presupuestales federales 
y articulación con programas sectoriales de vivienda y 

desarrollo urbano.

INSUS
Operación directa de programas de regularización y reservas 
federales, asistencia técnica especializada a entidades y 
municipios, sistematización de mejores prácticas y 
evaluación de resultados.

Gobiernos Estatales
Legislación local en materia de suelo y desarrollo urbano, 
coordinación con municipios de la entidad, integración de 
reservas estatales y cofinanciamiento de proyectos 
estratégicos.

Gobiernos Municipales
Facultades constitucionales en ordenamiento territorial, 
expedición de licencias y permisos, catastro municipal, y 
ejecución directa de obras de infraestructura y servicios 
urbanos.

Sociedad Civil y Sector Privado
Participación en consultas públicas, coinversión en proyectos 

de desarrollo urbano, veeduría social de procesos de 
regularización y aportación de conocimiento técnico 

especializado.



Eje 4: Fortalecimiento Institucional Municipal

Asistencia Técnica para Capacidades Locales
El reconocimiento de que los municipios son la instancia de gobierno más cercana al 
territorio y con atribuciones constitucionales clave en ordenamiento y gestión del suelo 
implica que el éxito del programa nacional depende, en gran medida, de la capacidad 
técnica, administrativa y financiera de los gobiernos locales.

Sin embargo, la realidad municipal en México es enormemente heterogénea: mientras 
algunos municipios metropolitanos cuentan con institutos de planeación, catastros 
digitalizados y personal técnico especializado, la mayoría de los municipios del país 4
especialmente los pequeños y rurales4 enfrentan severas limitaciones de recursos, alta 
rotación de personal y carencias de marcos normativos actualizados.

El componente de fortalecimiento institucional del programa INSUS 2025-2030 busca cerrar estas brechas mediante líneas de acción específicas: capacitación continua a servidores 
públicos municipales en temas de catastro, valuación, ordenamiento territorial y gestión del suelo; elaboración de manuales, guías técnicas y materiales didácticos accesibles; 
desarrollo de sistemas tecnológicos estandarizados de bajo costo que puedan ser adoptados por municipios con recursos limitados; y acompañamiento directo en la formulación o 
actualización de reglamentos de construcción, programas de desarrollo urbano y códigos de ordenamiento territorial.



Componentes del Fortalecimiento Municipal

Modernización Catastral
Digitalización de padrones catastrales, 
actualización de valores unitarios de suelo y 
construcción, implementación de sistemas 
de información geográfica (SIG) y 
vinculación con registros públicos de la 
propiedad para garantizar congruencia 
entre bases de datos fiscales y jurídicas.

Instrumentos de Ordenamiento
Elaboración o actualización de programas 
municipales de desarrollo urbano, planes 
parciales de zonas prioritarias, reglamentos 
de zonificación y construcción, alineados 
con legislación estatal y criterios de 
sostenibilidad ambiental y movilidad.

Gestión del Suelo y 
Financiamiento
Diseño e implementación de instrumentos 
de captura de valor, contribuciones de 
mejoras, bancos municipales de suelo, 
convenios de desarrollo y mecanismos de 
participación en plusvalías, con marcos 
regulatorios claros y transparentes que den 
certeza jurídica a inversionistas y 
desarrolladores.

La estrategia contempla también la creación de redes de intercambio de experiencias entre municipios (comunidades de práctica), la 
promocación de alianzas con universidades y centros de investigación para generar conocimiento aplicado, y el establecimiento de 
incentivos presupuestales para municipios que demuestren avances significativos en modernización institucional y resultados concretos 
en gestión eficiente del territorio.



Eje 5: Seguimiento, Evaluación y Datos Abiertos
Transparencia y Rendición de Cuentas

Un programa de política pública de la envergadura del INSUS 2025-2030 requiere sistemas robustos de seguimiento, evaluación de 
resultados y transparencia en el uso de recursos públicos. El programa establece la obligación de publicar periódicamente información 
detallada sobre avances físicos y financieros, indicadores de desempeño, evaluaciones externas y mecanismos de participación 
ciudadana en el monitoreo de acciones.

El tablero de indicadores incluye métricas cuantitativas y cualitativas en las cinco dimensiones estratégicas del programa: número de 
lotes y familias beneficiadas por regularización, hectáreas de suelo intraurbano habilitado y puesto a disposición para vivienda, integración 
y disposición de reservas territoriales, número de municipios con instrumentos de gestión del suelo actualizados y operando, y montos 
de recursos captados y aplicados mediante instrumentos de financiamiento urbano.

La información se publica en formatos de datos abiertos, descargables y reutilizables, permitiendo a investigadores, organizaciones de la 
sociedad civil, medios de comunicación y al público en general realizar análisis independientes, identificar áreas de oportunidad y exigir 
rendición de cuentas. Esta transparencia activa fortalece la legitimidad del programa y genera incentivos internos para la mejora continua 
de procesos y resultados.



Indicadores Clave de Desempeño (KPIs)

500K
Meta de Títulos de Propiedad

Proyección sexenal 2025-2030 de 
títulos entregados a familias mediante 

programas de regularización, con 
distribución geográfica equilibrada y 

priorización de zonas de mayor 
rezago.

15K
Hectáreas Habilitadas

Superficie de suelo intraurbano 
habilitado con infraestructura 

completa o factible, disponible para 
vivienda asequible y equipamientos 

públicos en principales zonas 
metropolitanas.

1.2M
Familias Beneficiadas

Estimación de familias que accederán 
directamente a certeza jurídica, 

vivienda en suelo bien localizado o 
mejoramiento de entorno urbano 
mediante acciones del programa.

180
Municipios Fortalecidos

Gobiernos locales que habrán recibido 
asistencia técnica, actualizado 

instrumentos de gestión del suelo y 
catastro, e implementado al menos un 

mecanismo de captura de valor o 
financiamiento urbano.

<12
Meses de Trámite

Tiempo promedio objetivo para 
completar procesos de regularización, 

desde solicitud inicial hasta entrega 
de título inscrito, mediante 

simplificación administrativa y 
coordinación interinstitucional.

$8B
Inversión en Infraestructura

Monto estimado (en pesos 
mexicanos) de recursos públicos y 

privados movilizados para 
urbanización, habilitación de suelo y 

equipamiento urbano en zonas de 
actuación del programa.



Continuidad y Evolución respecto a 2020-2024

1

2020-2024
PRAH en operación: Regularización como eje central, con entregas de títulos 

crecientes año con año.

Expansión periférica: Persiste modelo de crecimiento disperso en márgenes 
metropolitanos.

Instrumentos limitados: Captura de valor y financiamiento urbano en fase piloto en 
pocas ciudades.

2

Transición 2024-2025
Evaluación de resultados: Análisis de logros, cuellos de botella y lecciones 

aprendidas del periodo anterior.

Alineación al nuevo PND: Ajuste de prioridades y metas a la agenda 2025-2030 de 
la administración entrante.

Consulta sectorial: Incorporación de retroalimentación de gobiernos locales, 
academia y sector privado.

3

2025-2030
Énfasis en intraurbano: Prioridad explícita a densificación bien servida y reducción 

de expansión dispersa.

Escala de instrumentos: Despliegue nacional de captura de valor, convenios 
urbanísticos y contribuciones de mejoras.

Fortalecimiento local: Inversión significativa en capacidades municipales y 
sistemas de información territoriales.

La continuidad se refleja en la permanencia del PRAH y el reconocimiento de la función social del suelo como ejes rectores; la evolución se manifiesta en el giro hacia modelos de ciudad 
compacta, la sofisticación de instrumentos de financiamiento urbano y el énfasis en coordinación intergubernamental efectiva. El programa 2025-2030 no representa una ruptura, sino 
una maduración de políticas previas con base en aprendizajes acumulados y mejores prácticas nacionales e internacionales.



Oportunidades para el Sector Inmobiliario

Pipeline de Suelo Habilitado con 
Certeza Jurídica
Los polígonos identificados y habilitados por 
INSUS reducen significativamente riesgos de 
desarrollo: factibilidades de servicios 
prenegociadas, certeza en uso de suelo y 
densidades permitidas, y coordinación 
facilitada con autoridades locales para 
permisos de construcción. Esto acelera 
cronogramas de proyecto y mejora 
predictibilidad de retornos de inversión.

Menor tiempo entre adquisición de suelo 
y arranque de obra

Reducción de contingencias legales y 
técnicas

Mejor acceso a financiamiento bancario e 
institucional

Mecanismos de Coinversión 
Público-Privada
Convenios urbanísticos y esquemas de 
contribuciones de mejoras bien 
estructurados permiten compartir costos de 
infraestructura entre gobierno y 
desarrolladores, haciendo viables proyectos 
que de otra manera tendrían márgenes 
insuficientes. La clave está en transparencia, 
calibración adecuada de cargas y 
compromisos vinculantes de ambas partes.

Proyectos en etapas con 
cofinanciamiento progresivo

Aportaciones en especie (cesiones) o en 
efectivo

Certeza de que inversión privada se verá 
respaldada por obra pública

Sinergia con Política Nacional de 
Vivienda
El programa INSUS no opera en aislamiento: 
se articula con instrumentos de la CONAVI, 
programas de mejoramiento urbano de 
SEDATU, y políticas estatales de vivienda. 
Desarrolladores que participen en proyectos 
en suelo habilitado por INSUS pueden 
acceder a subsidios, créditos preferenciales y 
esquemas de garantía que mejoran la 
ecuación financiera de vivienda de interés 
social y media.

Acceso a subsidios federales para 
vivienda asequible

Coordinación con organismos estatales 
de vivienda (OREVIS)

Vinculación con programas de 
autoconstrucción y mejoramiento



Riesgos y Factores Críticos de Éxito
Principales Riesgos Operativos

Capacidad de ejecución municipal: Municipios con personal técnico 
insuficiente, sistemas obsoletos o alta rotación pueden convertirse en cuellos 
de botella críticos, dilatando tiempos de autorización y elevando costos de 
transacción para desarrolladores.

Calibración de instrumentos financieros: Cargas urbanas (plusvalías, 
contribuciones de mejoras) mal calculadas o excesivas pueden hacer 
inviables proyectos de vivienda accesible, generando suelo habilitado sin 
demanda efectiva. La ausencia de estudios técnicos rigurosos y reglas claras 
ahuyenta inversión privada.

Riesgos de selección de polígonos: La habilitación de suelo sin análisis 
adecuado de accesibilidad al empleo, disponibilidad real de agua, riesgos 
hidrometeorológicos o sísmicos, y demanda de mercado puede resultar en 
desarrollos aislados, subutilizados o con problemas de habitabilidad a 
mediano plazo.

Coordinación interinstitucional: Desarticulación entre SEDATU, INSUS, 
gobiernos estatales, municipios y organismos operadores de servicios puede 
generar proyectos inconclusos, conflictos de competencias y duplicidad de 
esfuerzos, erosionando confianza de inversionistas.

Factores Críticos de Éxito

Mesas técnicas tempranas: Establecer desde etapas de prefactibilidad 
canales de comunicación directa con catastro municipal, agua potable, CFE, 
autoridades de movilidad y protección civil reduce sorpresas y alinea 
expectativas entre sector público y privado.

Modelos financieros robustos: Incorporar desde el inicio análisis de 
sensibilidad a costos de urbanización, cargas urbanas, tiempos de absorción 
de mercado y escenarios de tasas de interés. Estructurar cláusulas de ajuste 
en convenios urbanísticos para mitigar imprevistos.

Due diligence integral: Antes de adquirir suelo habilitado por INSUS, verificar 
independientemente factibilidades, estudios de mecánica de suelos, situación 
jurídica, accesibilidad efectiva (no solo teórica) y cumplimiento de normativa 
ambiental y urbana.

Alianzas estratégicas locales: Construir relaciones de confianza con 
gobiernos municipales, colegios de profesionales, cámaras empresariales y 
organizaciones vecinales facilita navegación de procesos administrativos y 
genera capital social para resolver contingencias.



Recomendaciones Operativas Inmediatas

1

Mapeo Estratégico de Polígonos INSUS
Identificar en las próximas 4 semanas todos los polígonos habilitados o en proceso por INSUS en las 
ciudades donde opera tu empresa. Cruzar esta información con tu inventario de predios objetivo y 
análisis de mercado para detectar sinergias inmediatas y oportunidades de adquisición temprana.

2

Prefactibilidades y Estructura Financiera
Solicitar formalmente cartas de factibilidad a organismos de agua, CFE y autoridades viales para 
polígonos priorizados. Paralelamente, construir modelo financiero base que incorpore escenarios de 
cargas urbanas (+/- 20%) y plazos de ejecución extendidos, identificando puntos de equilibrio y 
umbrales de rentabilidad.

3

Convenios Urbanísticos Tipo
Diseñar esquemas estándar de convenio de desarrollo que contemplen: fases de urbanización, 
aportaciones en dinero/especie, garantías de cumplimiento, cronograma con hitos verificables, y 
cláusulas de resolución de controversias. Validar legalidad con bufetes especializados y llevar 
borradores a mesas de negociación con autoridades.

4

Alianzas con Gobiernos Locales
Agendar reuniones con directores de catastro, desarrollo urbano y obras públicas municipales para 
presentar proyectos potenciales, ofrecer colaboración técnica (levantamientos, estudios) y 
establecer ventanilla única de atención que agilice trámites. Documentar acuerdos en minutas con 
compromisos y plazos específicos.

5

Monitoreo de Publicaciones Oficiales
Designar responsable interno para dar seguimiento semanal al DOF y gacetas 
estatales/municipales, detectando: (a) convenios específicos SEDATU-estados sobre habilitación de 
suelo, (b) modificaciones a reglamentos de captura de valor, (c) declaratorias de reservas 
territoriales, (d) convocatorias de licitación de polígonos. Crear alertas automatizadas y repositorio 
centralizado de información.

6

Evaluación de Impacto ESG
Desarrollar matriz de criterios ambientales, sociales y de gobernanza (ESG) aplicable a proyectos en 
suelo INSUS: mitigación de riesgos hídricos, inclusión de vivienda accesible, diseño universal, 
eficiencia energética, proximidad a transporte público, espacios públicos de calidad. Documentar 
para presentación a inversionistas institucionales y obtención de financiamiento verde.

La ventana de oportunidad está abierta. Los primeros actores del sector inmobiliario que alineen sus estrategias con el Programa INSUS 2025-2030, estructuren capacidades internas para operar los nuevos 
instrumentos de gestión del suelo, y construyan relaciones de confianza con autoridades locales estarán mejor posicionados para capitalizar el pipeline de suelo habilitado, reducir riesgos de desarrollo y participar 
en el mercado de vivienda asequible con rentabilidades sostenibles. La clave es actuar con rapidez, rigor técnico y visión de largo plazo.


